Accidentes de trabajo: protección penal
Se trata en el presente artículo de analizar de forma sucinta las respuestas que nuestro derecho Punitivo prevé para la protección de la seguridad en el trabajo, esto es, el alcance, límites y efectos de los delitos contra la seguridad en el trabajo ex artículo 316 CP y concordantes y su posible interconexión, de complementariedad o subsidiariedad, o de independencia, con el delito o falta de lesiones imprudentes, todo ello desde la perspectiva, por mandato constitucional, de que la seguridad en el trabajo es el aspecto esencial de las relaciones laborales -artículo 40.2 de nuestra Constitución –

Las altísimas y elevadísimas cifras de siniestralidad laboral  acompañan a esta materia de un contenido de carácter social, y de la correspondiente alarma social que provoca en el justiciable determinados fallos judiciales con ecos y/o repercusión en los medios de comunicación nos llevan a escribir este breve comentario.

La protección penal en los accidentes de trabajo encuentra su acomodo en el tipo básico descrito en el artículo 316 del Código Penal que sanciona a los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física.
Como fácilmente pues se colige, se trata de lo que en estricta técnica penal se denomina norma penal en blanco o norma de remisión, toda vez que habrá de estarse en el caso concreto, a si el accidente laboral cuya protección penal se demande, es susceptible de colmar las exigencias mínimas legales del tipo, de suerte tal, que la infracción de la normativa laboral a la que, ineludible e indefectiblemente se habrá de acudir al objeto de poder mensurar si la infracción genérica del deber del empresario a la que remite la Ley de Prevención de Riesgos Laborales, tiene la entidad y relevancia jurídico penal suficiente y bastante para sostener la existencia primero, y condena en su caso,  de un procedimiento penal.
Esto es, existe un cuerpo de doctrina jurisprudencial, por todas vid STS de 29 de julio de 2000, establece que hablar de la suficiencia o que bastare para la integración del tipo penal cualquier infracción de normas de seguridad, extendería indebidamente la respuesta penal en niveles incompatibles con el principio de intervención mínima del Derecho Penal y de seguridad jurídica.

Sentado cuanto antecede, supondrá por tanto que para poder aplicarse el referido artículo 316 CP devendrá inexcusable acreditar qué medio o medios de seguridad necesarios para los trabajadores no ha sido facilitado por la parte obligada a ello poniendo en peligro grave la vida, la salud o integridad física del trabajador, y por lo tanto en dicho particular asimismo habrá de establecerse, según el caso y sus circunstancias, empíricamente, una suerte de relación de causalidad, nexo causal, causa-efecto, entre la falta de medios y el peligro grave para la vida, salud e integridad física.

El deber extra penal de seguridad establecido en el ordenamiento jurídico laboral ex artículo 14.2 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales habrá pues de cohonestarse con los principios político criminales de intervención mínima, subsidiariedad y fragmentariedad del Derecho Penal en base al cuerpo jurisprudencial antes citado, que aconseja que no toda infracción laboral tiene por qué tener encaje y relevancia en sede penal, por cuanto incriminar todas las obligaciones que configuran dicho deber extra-penal de seguridad nos llevaría a situaciones de compleja solución que exceden del ámbito para el que está pensado por el legislador el ius puniendi.
En efecto, en parecidos términos se pronuncia la SAP de Murcia 19-06-00 - JUR 244438/00- en la que muy acertadamente, en nuestra opinión, señala “…tampoco resulta aceptable que la alarma social que vienen produciendo los accidentes laborales nos puede conducir a olvidar los principios básicos como son el de intervención mínima y subsidiariedad del Derecho Penal “

De igual modo y manera, según nuestro leal saber y entender, que una interpretación extensiva del tipo dificultaría, más si cabe, la delimitación entre el delito contra la seguridad de los trabajadores y las infracciones administrativo laborales en materia de prevención de riesgos laborales.
Paradigmática resultó, por la relevancia y eco que se hicieron de la misma los diferentes medios de comunicación, la sentencia de la Audiencia provincial de Barcelona, Sección 2ª, de 2 de septiembre de 2003, en la que para fundamentar, entre otros, su fallo absolutorio para el empresario, abordó el espinoso asunto, al afirmar la ausencia de responsabilidad en el empresario, de lo que técnicamente se denomina una auto puesta en peligro del trabajador, siguiendo por tanto una línea jurisprudencial que analiza desde la óptica del Derecho Penal la propia posición de garante que asume el trabajador ante una situación de riesgo por él generada y buscada, y consecuentemente, aceptada, de suerte tal, en lo que a las consecuencias predicables de la misma, no sean susceptibles de extenderse o predicarse de quien ostenta ese deber extra penal de seguridad, esto es, el empleador.

Decíamos que la seguridad en el trabajo era y es el aspecto esencial de las relaciones laborales y que las altísimas cifras de siniestralidad dotaban a esta materia de un tinte que impregnaba la dimensión social del asunto al establecerse como axioma empresarial la marginación de la seguridad, el detrimento o menoscabo de la misma, en beneficio de otros aspectos más crematísticos como la calidad y el precio del producto.
Lo que antecede tiene su justo acomodo en el derecho privado general por excelencia, el derecho civil, donde en base a la llamada teoría del riesgo con sustento en el viejo brocardo cuius cómmoda eius damna, el legislador, para no hacer quimérica e ilusoria la justa pretensión de resarcimiento del justiciable, propugna soluciones cuasi objetivas con inversión de la carga de la prueba, de suerte tal, que al damnificado le basta con probar la existencia del daño.

Ese debate no es extensivo al ámbito penal. La protección penal de los accidentes laborales que estamos analizando, desde una doble óptica, o bien desde el tipo descrito artículo 316 , delito contra la seguridad de los trabajadores, o bien desde el tipo que describe el homicidio y/o lesiones imprudentes requiere, a efectos de onus probandi, que sin ningún género de dudas se acredite y pruebe por quien lo afirma, el nexo causal entre la pretendida acción y/u omisión culposa o negligente por el empresario, y el daño sufrido por el trabajador.

Sentado pues así el objeto de enjuiciamiento, nos queda analizar por tanto la relación existente entre los delitos contra la seguridad de los trabajadores y los delitos de homicidio y/o lesiones imprudentes.

La Sentencia citada de la Audiencia Provincial de Barcelona, sostiene que ambos ilícitos penales se encuentran en una absoluta relación de independencia, si bien existe cuerpo doctrinal suficiente para entender que tales ilícitos se encuentran en situación de complementariedad, siempre y cuando, insistimos, se acredite, para imputar la conducta del empresario a título imprudente las posibles muertes o lesiones del trabajador, la relación causal con el resultado acaecido.

Consecuencia fundamental, de aceptarse la tesis de la complementariedad, estriba en la determinación de la autoría y concreción del sujeto pasivo. El efecto fundamental por tanto, a efectos de autoría con relevancia jurídico penal sería que en el delito contra la seguridad de los trabajadores, como delito especial, limitaría la imputación a título de autor únicamente ante quien ostente la obligación de facilitar o poner a disposición los medios al trabajador. En el delito de homicidio y/o lesiones, como delito no especial, a título de autor sería susceptible de imputarse a cualquiera, que en técnica penal se encuentre u ostente lo que se denomina “ dominio funcional del hecho “..
Esto último permitiría, ad exemplum, que descartada la existencia de delito contra la seguridad contra los trabajadores, pero sí existiendo resultado de muerte o lesiones, pudiere convertirse de facto esta vía como apta para incriminar conductas empresariales en base lo que hemos llamado, dominio funcional del hecho, a cualquier persona dentro del organigrama empresarial.

Sería aquí por tanto igualmente donde entraría de lleno el análisis de la responsabilidad penal del empresario en los supuestos de auto puesta en peligro del trabajador y la concurrencia de riesgos.

La auto puesta en peligro, requiere, ineluctablemente, que se actúe con absoluta conciencia del riesgo que se está asumiendo, aun cuando no se prevea ni asuma por el trabajador el posible resultado lesivo. Por el contrario, nos encontramos con un sector que mantiene la exigencia en que el trabajador tenga una conciencia exacta del peligro que asume y las consecuencias de esa conducta. 

Conclusión: habrá de examinarse ex ante, si el legalmente obligado, efectivamente creó o no creó un riesgo, o no controló tal riesgo teniendo obligación de hacerlo. Simultáneamente, habrá que analizar la conducta del trabajador, si ese riesgo atribuible al mismo, su auto puesta en peligro, concurre a su vez con otro u otros riesgos.
La hipotética absolución en sede penal del empresario, no será óbice para que el debate pueda ser reproducido en el orden jurisdiccional correspondiente, toda vez que dicha irresponsabilidad penal no conlleva aparejado otro tipo de pronunciamientos que exceden del ámbito de protección p0enal al que se constriñe este breve comentario.

Madrid, 22 de febrero de dos mil cinco.-

Roberto Fernández Blanco.-

Abogado
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